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PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de diputados sancionan con fuerza de

LEY

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1°- Objeto de la Ley. 

                        1- La presente Ley tiene por objeto actuar contra la violencia que, como manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad y/o interpersonales, aún sin convivencia y la que sea producto de la relación laboral valiéndose de su posición jerárquica o circunstancias vinculadas con su función.

                        2- Por esta Ley se establecen medidas de protección integral cuya finalidad es prevenir, sancionar y erradicar la violencia ejercida sobre la mujer,  brindando asistencia integral a sus víctimas.

                        3- La violencia a que se refiere la presente Ley comprende todo acto de violencia física, psicológica y moral,  incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones y la privación de libertad.

ARTÍCULO 2°-  Derechos protegidos.
                      Esta ley abarca la protección de los siguientes derechos: el derecho a la vida, a la seguridad, a la salud, la integridad física, psicológica, sexual, patrimonial, a la dignidad de las personas; la igualdad real de derechos, oportunidades y de trato entre varones y mujeres; todos los derechos reconocidos por la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y demás tratados de derechos humanos suscriptos por nuestro país y a declararse.

ARTÍCULO 3°- Definición de violencia contra las mujeres.
                        A los efectos de la presente ley, se entenderá como violencia hacia las mujeres cualquier acto u omisión por medio del cual se provoque sufrimiento físico, sexual, económico o psicológico, directa o indirectamente, a través de la coerción, la intimidación, la amenaza, el engaño, la seducción, la persecución o vigilancia constante o frecuente o cualquier otro medio, con el objeto de intimidarla, castigarla o humillarla, mantenerla dentro de los roles sexuales estereotipados, negar su dignidad humana, autodeterminación sexual, integridad física, mental o moral, socavar la seguridad de su persona, su respeto a sí misma o su personalidad, disminuir sus capacidades físicas o psicológicas, o producir daños a los bienes que integran el patrimonio de la víctima, de sus familiares o allegados

ARTÍCULO 4°- Sujeto Activo.
                       La presente ley se aplicará a los actos u omisiones enunciados en el artículo anterior, perpetrados por:

a)
el cónyuge, él o la conviviente,

b)
el ex cónyuge, él o la ex conviviente,

c)  padre de un hijo en común

d)  ascendientes, descendientes, parientes colaterales, consanguíneos o afines, y otras relaciones interpersonales de la víctima o de los considerados en a), b) y c) mediando convivencia o no.

También se aplicará cuando se ejerza violencia sobre la mujer con quien se tenga o haya tenido relación de noviazgo o pareja, mediando convivencia o no.

e) el que producto de la relación laboral, se valga de su posición jerárquica o circunstancias vinculadas con su función.
CAPITULO II. DERECHOS TUTELADOS.

ARTICULO 5°- Derechos de las mujeres víctimas de la violencia.
                          Todas las mujeres víctimas de violencia, con independencia de su origen, religión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, tiene garantizados los derechos reconocidos en esta Ley.

                           La información, la asistencia social integral y la asistencia jurídica a las víctimas de la violencia, en los términos regulados en ésta ley, contribuyen a hacer reales y efectivos sus derechos constitucionales a la integridad física y moral, a la libertad y seguridad y a la igualdad y no discriminación por razón de sexo.

ARTICULO 6°- Derecho a la información. 

                            Las mujeres víctimas de violencia tienen derecho a recibir plena información y asesoramiento adecuado a su situación personal, a través de los servicios, organismos u oficinas provinciales y/o municipales a crearse a tal efecto.

                            Dicha información comprenderá las medidas contempladas en esta Ley relativas a su protección y su seguridad.                            

                           Se garantizará, que las mujeres con discapacidad víctimas de violencia, tengan acceso integral a la información sobre sus derechos y sobre los recursos existentes para hacerlos efectivos. Esta información deberá ofrecerse en formato accesible y comprensible a las personas con discapacidad, tales como lengua de signos y otras modalidades y opciones de comunicación.

 Asimismo, se articularán los medios necesarios para que las mujeres víctimas de la violencia, que por sus circunstancias personales y sociales puedan tener una mayor dificultad para el acceso integral a la información, tengan garantizado el ejercicio  efectivo de este derecho.

ARTICULO 7°- Derecho a la Asistencia Integral.

                          Las mujeres víctimas de violencia tienen derecho a servicios sociales de atención, de emergencia, de apoyo y acogida y de recuperación integral. La Autoridad de Aplicación determinada por el Poder Ejecutivo estará  a cargo de la organización  de estos servicios respondiendo a los principios de atención permanente, actuación urgente, especialización de prestaciones y multidisciplinariedad profesional.

                                La actuación multidisciplinaria implicará especialmente:

a) Información a las víctimas.

b) Atención psicológica.

c) Apoyo social.

d) Seguimiento de las relaciones de los derechos de la mujer

e) Apoyo educativo a la unidad familiar

f) Formación preventiva en los valores de la igualdad dirigida a sus desarrollo personal y a la adquisición de habilidades en la resolución no violenta de conflictos.

g) Apoyo a la formación e inserción laboral.

                                  Los servicios adoptarán fórmulas organizativas de acciones que garanticen la efectividad de los indicados principios. Actuarán coordinadamente y en colaboración con los Organismos Administrativos y Judiciales correspondiente, incluidas las Organizaciones no Gubernamentales, pudiendo solicitar al juez las medidas urgentes que considere necesarias.

                                    También tendrán derecho a la asistencia social integral a través de estos servicios sociales los menores que se encuentren bajo la patria potestad o guarda y custodia de la persona agredida. A estos efectos, los servicios sociales deberán contar con personal específicamente formado para atender a los menores, con el fin de prevenir y evitar que puedan sufrir daños psíquicos y físicos. 

ARTICULO 8°- Derechos Laborales.
                             La empleada pública víctima de la violencia tendrá derecho a la reducción o a la reordenación de su tiempo de trabajo, a la movilidad geográfica de centro de trabajo y  a la excedencia en los términos que se determinen en su legislación específica.

                             Las ausencias tatales o parciales al trabajo motivadas por los daños físicos o psicológicos derivados de la violencia sufrida por una mujer en su ámbito laboral, se consideraran justificadas en los términos que se determinen en la legislación específica junto a las constancias otorgadas por  los servicios sociales de atención o servicios de salud, según proceda; sin perjuicio de que dichas ausencias sean comunicadas de acuerdo a la ley vigente.

                            La acreditación de las situaciones de violencia ejercidas sobre las trabajadoras se acreditarán con la orden judicial de protección a favor de la victima.

ARTICULO 9°- Derecho a la Igualdad. 

                          El Poder Ejecutivo a través de la Dirección General de Cultura y Educación, incluirá dentro de los programas de estudio de los Ciclos Polimodal y Educación General Básica un espacio cultural para la formación del alumnado en el respeto de los derechos y libertades fundamentales y de la igualdad entre hombres y mujeres, así como el ejercicio de la tolerancia y de la libertad. Dicho espacio contribuirá a desarrollar en el alumnado  capacidades para adquirir habilidades en la resolución pacífica de conflictos y para comprender, respetar, y valorar la igualdad de oportunidades de hombres y mujeres.

ARTICULO 10°-Derecho a la  Escolarización.

                            Los Organismos competentes deberán prever la escolarización inmediata de los hijos menores de edad que se vean afectados por un cambio de residencia derivada de actos de violencia.

ARTICULO 11°- Derechos en el ámbito de la publicidad y de los medios de comunicación.
La Autoridad Pública deberá velar para que los medios de comunicación cumplan sus obligaciones adoptando las medidas procedentes para asegurar un tratamiento de la mujer conforme con los principios y valores constitucionales.

ARTICULO 12°- Derechos en el ámbito sanitario.

                           El Poder Ejecutivo desarrollará por medio de los organismos correspondientes programas de sensibilización y formación continuada del personal sanitario con el fin de mejorar e impulsar el diagnóstico precoz, la asistencia, la rehabilitación  y el apoyo de la mujer víctima de las situaciones de violencia a que se refiere esta ley.
CAPITULO III

ARTICULO 13° -Tutela Institucional.

                            El Poder Ejecutivo determinará la Autoridad de Aplicación para el ejercicio de las políticas públicas en relación con la violencia contra la mujer, la que tendrá las atribuciones de proponer, controlar y  ejecutar la política preventiva y asistencial de la Violencia sobre la mujer en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires, en forma directa y coordinada con las distintas áreas del Poder Ejecutivo y de los demás Organismos Provinciales, Municipales, Organizaciones no Gubernamentales dedicadas a la actuación en la materia y demás expresiones de la comunidad, adaptándola a las necesidades y características de cada zona.

ARTICULO 14°- Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer.
                              Créase el Observatorio estatal de Violencia sobre la Mujer, como organismo colegiado, al que corresponderá el asesoramiento, evaluación, colaboración institucional, elaboración de informes, estudios y propuestas de actuación en materia de violencia. Estos informes, estudios y propuestas considerarán en forma especial la situación de las mujeres con mayor riesgo de sufrir violencia o con mayores dificultades para acceder  a los servicios. 

                              El Observatorio Estatal de la Mujer remitirá a la Autoridad de Aplicación designada por el Poder Ejecutivo, con periodicidad anual, un informe sobre la evaluación de la violencia ejercida sobre las mujeres en los términos a que se refiere el artículo 1 de esta Ley, determinando si la acción constituyó un delito y la efectividad de las medidas adoptadas para la protección de la víctima. El informe propondrá las reformas necesarias con el objeto de garantizar la aplicación de las medidas de protección de tutela para las mujeres víctimas de violencia.

                               El Poder Ejecutivo determinará sus funciones, su régimen de funcionamiento y su composición, en la que se garantizará, en todo caso, la participación de los Organismos Provinciales, Municipales, Organizaciones no gubernamentales con actuación en la materia y demás expresiones de la comunidad, así como las Organizaciones Empresariales y sindicales más representativas.

CAPITULO IV- PROCEDIMIENTO.

ARTICULO 15°-Presentación.
                              Toda mujer víctima de violencia se encuentra legitimada para denunciar el hecho ante el juez de cualquier fuero, aún los Juzgados de Paz o ante el Ministerio Público, quienes deberán actuar dentro de las 24 horas de conocer sobre la crisis, tomando algunas de las medidas del art. 19 de la presente ley, debiendo remitir siempre las actuaciones al juez competente dentro de las siguientes 24 horas.

                              Los funcionarios policiales y/o judiciales a los cuales acudan las personas afectadas tienen la obligación de informar sobre los recursos legales existentes frente a los actos de violencia.

                                 Las presentaciones sobre los actos y omisiones contempladas en el artículo 3 de la presente ley podrán hacerse en forma verbal o escrita, con o sin asistencia letrada

                               Para la sustanciación del proceso posterior, se requiere patrocinio letrado. En caso de que la víctima careciera de recursos, se le brindará asistencia jurídica gratuita a través de las asesorías letradas del fuero de familia, abogados dependientes de los Colegios Profesionales de Abogados y de otros organismos públicos u organizaciones no gubernamentales habilitadas a tal efecto a través de los Convenios que se suscriban al efecto con el Estado.
ARTÍCULO 16°- Legitimación.
                                La presentación de los hechos constitutivos de violencia a que se refiere esta ley, podrán ser efectuadas por:

a) la mujer agraviada, cualquiera sea su edad o condición.

b) la menor, quien puede directamente poner en conocimiento de los hechos al juez, al Ministerio Público y/o a la autoridad pública competente.

  c) cualquier persona, si la víctima fuese menor de edad, discapacitada o una persona mayor que por su condición física, psíquica o etérea no pudiese formularla.

                       Están obligados a realizar la Presentación si la persona damnificada fuere menor de edad o incapaz, sus representantes legales y/o el Ministerio Público.

                               La obligación de efectuar la presentación se extiende a los profesionales de la salud, a quienes presten servicios asistenciales, sociales, educativos públicos o privados y todo funcionario público que tome conocimiento de los hechos en ocasión o ejercicio de su función y/o cualquier tercero que tenga conocimientos de los hechos, aunque la agraviada fuera plenamente capaz. El plazo máximo para efectuar la misma es de diez (10) días corridos desde que tomó conocimiento del acto u omisión. Si hubiese duda se contará a partir de la primera intervención.

Se guardará reserva de identidad de la persona denunciante cuando ésta así lo requiera.

                                    Para el caso de que las persona obligadas a realizar la presentación omitieran cumplir con dicha obligación en el plazo establecido, se les impondrá una multa diaria equivalente al uno por ciento (1%) del sueldo básico de un juez provincial de primera instancia por cada día de demora y/o pena de arresto de hasta diez (10) días.

                                    Si un tercero o superior jerárquico impidiera, obstaculizara, perturbara, amenazare y/o molestare al obligada/o se le impondrá una multa de hasta el diez por ciento (10%) del sueldo básico de un juez provincial de primera instancia, siempre que no constituya un delito contemplado en el Código Penal.

Artículo 17°- Competencia.
                              Serán competentes para entender en las actuaciones definitivas, los jueces en asuntos de familia y donde éstos no estuvieron constituidos, el juez con competencia en cuestiones de familia.

                             Cuando la denuncia verse sobre hechos que configuren delitos, el funcionario que haya prevenido la pondrá en conocimiento del juez competente en la materia dentro de las 48 hs., ordenando previamente las medidas preventivas urgentes que sean necesarias para hacer cesar el hecho que diera origen a la presentación.

Artículo 18°- Subsistencia de la acción penal.
                           La opción por la presentación establecida en la presente ley no implica renuncia a la acción penal. En todos los supuestos en que de los hechos investigados resultara la comisión de un delito que no fuere el de lesiones leves, se remitirán las actuaciones a la justicia penal dentro de las 48 horas.

Artículo 19°- Medidas preventivas urgentes.

                        El Juez o Tribunal deberá ordenar con el fin de evitar la repetición de violencia, algunas de las siguientes medidas:

a) Ordenar la exclusión del presunto autor de la agresión de la vivienda donde habita el grupo familiar si halla que la continuación de la convivencia significa un riesgo para la integridad física y psíquica de alguno de sus integrantes.

b) Prohibir el acceso del presunto autor al domicilio del damnificado como a los lugares de trabajo, estudio o esparcimiento de la afectada, y/o del progenitor o representante legal cuando la víctima fuere menor o incapaz, como así también fijar un perímetro de exclusión para circular o permanecer por determinada zona.

c) Asimismo, arbitrará los medios necesarios para que el agresor cese con todo acto de perturbación o intimidación contra la o las víctimas.

d) Decidir el reintegro al domicilio a petición de quien ha debido salir del mismo por razones de seguridad, excluyendo en tal caso de dicha vivienda al agresor.

e) Ordenar la restitución inmediata de los efectos personales a la parte peticionante si ésta se ha visto privada de los mismos por episodios de violencia.

f) Fijar una cuota alimentarla provisoria si correspondiese de acuerdo a los antecedentes obrantes en la causa y según las normas que rigen la materia.

g) Establecer un régimen provisorio de tenencia y visitas conforme a las reglas legales establecidas.

h) En el caso de que la víctima fuere menor, el juez puede otorgar su guarda a quien considere idóneo para tal función, si esta medida fuera necesaria para su seguridad psicofísica y hasta tanto se efectúe un diagnóstico de la situación.

i) Ordenar toda otra medida prevista por las leyes vigentes necesaria para garantizar la seguridad de la víctima, hacer cesar la situación de violencia y evitar la repetición de todo acto de perturbación o intimidación, agresión y maltrato del agresor/a hacia la o las víctimas.

                        El juez determinará la duración de la medida de acuerdo a las constancias de causa, la actitud de las partes, la gravedad de las conductas constatadas y los elementos que deberán surgir de la presentación, debiendo en todos los casos determinar un plazo máximo de duración de la misma, por auto fundado.

                      Cuando la eficacia de la medida dictada requiera la custodia o el auxilio de la fuerza pública se dictará a costa del agresor

                      El juez interviniente deberá solicitar los antecedentes judiciales y/o policiales de la persona denunciada con la finalidad de conocer su conducta.

ARTÍCULO 20: Apelación.
                       Las resoluciones que concedan, rechacen, interrumpan o dispongan el cese de alguna de las medidas preventivas urgentes serán apelables de conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Civil y Comercial d la Provincia de Buenos Aires, dentro del plazo de tres días hábiles, con efecto devolutivo, otorgándose la apelación en relación.

ARTÍCULO 21: Comunicación de las medidas preventivas urgentes.
                      Para asegurar la eficacia del cumplimiento de las medidas preventivas urgentes y a pedido de parte, el juez podrá ordenar se comuniquen aquellas decretadas a las instituciones y/u organismos públicos o privados a los que se hubiere dado intervención en el proceso.

ARTÍCULO 22: Audiencia.
                       El juez o Tribunal interviniente citará a las partes, en días y horas distintos, y en su caso al Ministerio Público a audiencias separadas, la que deberá tomar personalmente bajo pena de nulidad, dentro de cuarenta y ocho horas a noventa y seis horas de ordenadas las medidas del artículo 19, o si no se adoptara ninguna de ellas, de conocer los actos u omisiones. El presunto autor o autores estarán obligados a comparecer bajo apercibimiento de ser llevados ante el juzgado con auxilio de la fuerza pública. Si la víctima de violencia fuera menor, su concurrencia quedará librada al criterio judicial. En dicha audiencia el juez resolverá sobre las medidas cautelares ordenadas manteniéndolas, modificándolas o adoptando otras.

ARTÍCULO 23: Diagnóstico interdisciplinario.
                              El juez deberá requerir un diagnóstico efectuado por un Cuerpo Auxiliar Técnico Multidisciplinario, para determinar los daños físicos y psíquicos sufridos por la víctima, la situación de peligro y el medio social y ambiental del grupo familiar, la necesidad y el monto del subsidio a percibir por la víctima en caso de corresponder, así como para la determinación de sanciones y/o acciones preventivas urgentes de mediano y largo plazo.

                          Dicho informe será remitido en un plazo de 48 horas, a efectos de que el juez pueda aplicar otras medidas, interrumpir o hacer cesar alguna de las mencionadas en el artículo anterior.

                           El juez podrá asimismo considerar un diagnóstico producido por profesionales o instituciones públicas o privadas idóneas que acompañen la presentación de hechos de violencia contemplados por la presente ley. Las partes podrán proponer otros informes técnicos.

ARTÍCULO 24: Prueba.
                       El juez tendrá amplias facultades ordenatorias e instructorias, pudiendo disponer las medidas que fueren necesarias para indagar los sucesos, ubicar el paradero de la persona agresora y proteger a quienes corran el riesgo de ser víctimas de nuevos actos de violencia.

Regirá el principio de amplia libertad probatoria para acreditar los hechos denunciados, evaluándose las pruebas ofrecidas de acuerdo a los principios de libre convicción y sana critica. se considerarán las presunciones que contribuyan a la demostración de los hechos.

ARTÍCULO 25: Sanciones.
                            Ante el incumplimiento de las medidas ordenadas por el juez o la reiteración de hechos de violencia por parte de la persona agresora, el juez podrá aplicar algunas o varias de las siguientes sanciones según las circunstancias del caso, sin perjuicio de las restantes a aplicar:

a)  multa graduable entre 1 y 50 salario mínimos, vital y móvil a favor de la víctima;

b) asistencia obligatoria de la persona agresora a programas educativos o terapéuticos que el Poder Ejecutivo determinará en tiempo y forma

c)  realización de trabajos comunitarios en los lugares que se determinen;

                          Asimismo, cuando el incumplimiento configure desobediencia u otro delito, el juez deberá poner el hecho en conocimiento del juez con competencia en lo criminal.

ARTÍCULO 26: Seguimiento.
                        Durante el trámite de la causa y después de la misma por el tiempo que se juzgue adecuado, el juez deberá controlar el resultado de las medidas y decisiones adoptadas, ya sea a través de la comparecencia de las partes al tribunal con la frecuencia que se ordene y/o mediante la intervención del Asistente Social ,quienes darán informes periódicos acerca de la situación.

ARTÍCULO 27: Compensación.
                       La parte damnificada podrá reclamar en el fuero civil  los daños y perjuicios ocasionados según las normas comunes que rigen la materia.

                      El juez en la sentencia podrá ordenar a pedido de parte que la persona agresora indemnice el daño moral y el daño patrimonial emergente de gastos de mudanza, reparaciones de la propiedad, gastos legales, médicos, de alojamiento y otros menoscabos al patrimonio de la víctima de violencia como el lucro cesante producido por las conductas sancionadas por esta ley.

ARTÍCULO 28: Organismos de Evaluación y Registro.
                       De las denuncias que se presenten, el juzgado interviniente notificará al Observatorio Estatal, a los fines del registro de antecedentes estadísticos de los hechos de violencia contemplados en esta ley, considerando las características socio-demográficas, naturaleza de los hechos y resultados de las medidas adoptadas.

ARTÍCULO 29: Normas supletorias.
                           En todo lo no previsto en la presente ley, y en cuanto sea compatible, se aplicarán supletoriamente las normas del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires. 

ARTÍCULO 30: Comuníquese al Poder Ejecutivo

FUNDAMENTOS

                   La violencia contra las mujeres no es un problema que afecte al ámbito privado, sino que al contrario, se manifiesta como el símbolo más brutal de la desigualdad existente en nuestra sociedad. Se trata de una violencia estructural que se dirige directamente hacia las mujeres con el objeto de mantener o incrementar la subordinación al género masculino hegemónico. Nuestra Constitución consagra en diversos artículos una serie de derechos que le corresponden a todos los habitantes de la Nación, entre los cuales aparece el derecho a la integridad física y moral. Estos derechos vinculan a todos los poderes públicos y sólo por ley puede regularse su ejercicio, conforme al artículo 14. A su vez, la Constitución de la Provincia en su artículo 36 establece que la Provincia promoverá la eliminación de los obstáculos económicos, sociales o de cualquier otra naturaleza, que afecten o impidan el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales. El inc. 4 del artículo citado consagra el derecho de toda mujer a no ser discriminada por su sexo, a la igualdad de oportunidades, a una protección especial durante los estados de embarazo y lactancia, y el deber que tienen las laborales de permitir el cumplimiento de su esencial función familiar.

                   La Organización de las Naciones Unidas en la IV Conferencia Mundial de 1995 reconoció ya que la violencia contra las mujeres es un obstáculo para lograr los objetivos de igualdad, desarrollo y paz, que viola y menoscaba el disfrute de los derechos humanos y de las libertades fundamentales. Además la define ampliamente como una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres.

                   En nuestra realidad, las agresiones sobre las mujeres tienen una especial incidencia, existiendo hoy una mayor conciencia que en épocas anteriores sobre ésta, gracias en buena medida, al esfuerzo realizado por las organizaciones de mujeres en su lucha contra todas las formas de violencia de género. Ya no es un delito invisible, sino que produce un rechazo colectivo y una evidente alarma social. La naturalización de diversas formas de violencia que se ejercen sobre las mujeres es lo que permite el incremento permanente de las mujeres víctimas, así como un recrudecimiento de las manifestaciones de violencia llevando a muchas de ellas a la muerte.

                   Lo expresado revela la imperiosa necesidad de que a través de todos los estamentos del Estado, se adopten en forma urgente medidas integrales tendientes a la erradicación de la violencia hacia las mujeres.

                   En este marco, es preciso resaltar que el proyecto presentado surge como una construcción colectiva de mujeres, provenientes de diversos sectores, condiciones sociales y económicas, posicionamientos políticos, edades, ocupaciones, opciones sexuales, aunadas ante la necesidad de contar con una ley integral que prevenga, sancione y erradique la violencia hacia las mujeres.

                   Los poderes públicos no pueden ser ajenos a este tipo de violencia, que constituye uno de los ataque más flagrantes a derechos fundamentales como la libertad, la igualdad, la vida, la seguridad y la no discriminación proclamados en nuestra Constitución. Esos mismos poderes públicos tienen, conforme a lo dispuesto en la Constitución, la obligación de adoptar medidas de acción positivas para hacer reales y efectivos dichos derechos, removiendo los obstáculos que impiden o dificultan su plenitud.

                   En los últimos años se han producido a nivel Nacional y en la Provincia de Buenos Aires avances legislativos en materia de lucha contra la violencia hacia la mujer, tales como la de Violencia Familiar, la Ley de Salud Reproductiva y la Ley de Abuso Laboral.

                   Estas Leyes atender a las recomendaciones de los organismos internacionales en el sentido de proporcionar una respuesta global a la violencia que se ejerce sobre las mujeres. Al respecto se puede citar la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación sobre la Mujer de 1979, la Declaración de Naciones Unidas sobre la Eliminación de la Violencia sobre la Mujer, proclamada en Diciembre de 1993 por la Asamblea General, las Resoluciones de la última Cumbre Internacional sobre la Mujer celebrada en Pekin en septiembre de 1995, la Resolución WHA49.25 de la Asamblea Mundial de la Salud declarando la violencia como problema prioritario de salud pública proclamada en 1996 por la OMS, el Informe del Parlamento Europeo de Julio de 1997, la Resolución de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas de 1997 y la Declaración de 1999 como Año Europeo de Lucha contra la Violencia de Género, entre otros.

                   El ámbito de la iniciativa presentada abarca tanto los aspectos preventivos, educativos, sociales, asistenciales y de atención posterior a las víctimas, como la normativa civil que incide en el ámbito familiar o de convivencia donde principalmente se producen las agresiones.

                   Igualmente se aborda con decisión la respuesta punitiva que deben recibir todas las manifestaciones de violencia que esta Ley regula. La violencia se enfoca por esta ley de un modo integral y multidisciplinar, empezando por el proceso de socialización y educación. La conquista de la igualdad y el respeto a la dignidad humana y la libertad de las personas, tienen que ser un objetivo prioritario en todos los niveles de socialización.

                   Se plasma en el Proyecto de Ley la realización de medidas de sensibilización e intervención en el ámbito educativo, reforzando públicamente la imagen de respeto e igualdad poniendo énfasis en la dignidad de las mujeres y en su derecho a una imagen no estereotipada, ni discriminatoria, tanto si se exhibe en los medios de comunicación públicos como en los privados, todos estos aspectos se encuentran claramente contemplados en la iniciativa presentada.

                   Se avanza también al incluir en su articulado el reconocimiento de derechos como el de la información, la asistencia psicológica, la protección social, la asistencia jurídica gratuita y el apoyo económico.

                   Se establecen medidas de sensibilización e intervención en el ámbito sanitario para optimizar la detección precoz y la atención física y psicológica de la víctima, en coordinación con otras medidas de apoyo.

                   No hay que olvidar que las situaciones de violencia sobre la mujer afectan también a los menores que se encuentran dentro de su entorno familiar, víctimas directas o indirectas de esta violencia. Por ello, es que se incorporan medidas de sensibilización, prevención y detección e intervención en diferentes ámbitos. En el educativo es fundamental proporcionar una formación integral que permita promover el principio a la igualdad entre hombres y mujeres y el conocimiento de la violencia de género, todo ello, incorporado al contenido curricular.

                   Correspondería avanzar en programas que garanticen a las víctimas de violencia que carezcan de recursos económicos, ayudas sociales, en aquellos casos en que se estime que la víctima debido a su edad, falta de preparación general especializada y circunstancias sociales, no va a mejorar en forma sustancial su empleabilidad, cuyo objetivo fundamental radicaría en facilitarle unos recursos mínimos de subsistencia que le permitan independizarse del agresor.

                   Se crea un Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, como un órgano colegiado que tendrá como principales funciones servir como centro de análisis de la situación y evolución de la violencia sobre la mujer, así como asesorar y colaborar con el Estado en la elaboración de propuestas y medidas para erradicar este tipo de violencia.

                   Es necesario para lograr la paz social que todos ansiamos, combatir desde todos los ámbitos con el vigor que ameritan las circunstancias, este tipo de conductas indeseables. Es por todos los motivos expuestos precedentemente que solicitamos a los Sres. Legisladores se sirvan acompañar con su voto la presente iniciativa.
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